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2  DATOS CUANTITATIVOS DE PERSONAS MENORES DE 18 AÑOS EN ANDALUCÍA

2.4  Menores de edad en situación de vulnerabilidad

2.4.4  Víctimas de violencia de género menores de edad

2.4.4.3  Chicos y chicas menores de 18 años enjuiciados y con sentencias firmes condenatorias 
por violencia de género en Andalucía

Según datos de los Juzgados de Menores proporcionados por el Consejo General del Poder Judicial, en 
2020 se enjuiciaron por delitos de violencia de género con imposición de medida 70 menores 
de 18 años en Andalucía. Estos chicos enjuiciados suponen el 29,2% del total de menores de 18 años 
enjuiciados (240) por violencia de género con imposición de medida en España.

Además, en 2020 otros 5 chicos fueron enjuiciados en Andalucía sin imposición de medidas, en España 
fueron 16 los menores de 18 años enjuiciados sin medidas. En 2020 se aplicó una sentencia firme 
condenatoria por violencia de género a 25 chicos menores de 18 años, el 29,4% de los menores de edad 
condenados por violencia de género en España (85).

Entre 2015 y 2020 recibieron una sentencia firme condenatoria por violencia de género 130 chicos, el 
22,8% del total de menores de 18 con este tipo de condenas en España (569).

2.5  SISTEMA DE JUSTICIA JUVENIL

Personas menores de edad con sentencia firme condenatoria

En 2020 en Andalucía se registraron un total de 2.382 menores entre 14 y 17 años con una 
sentencia condenatoria por sentencia firme, lo que supone un descenso respecto al año 2019 (2.975 
menores con sentencia condenatoria), siendo un 80,9% chicos y un 19,1% chicas. Respecto a la edad, 
entre los 16 (26,8%) y los 17 años (30,4%) se encuentran más de la mitad de los chicos y chicas. Un 
18,9% tenía 14 años y un 23,9% 15 años.

Respecto a las provincias andaluzas, Málaga (21,7%), Cádiz (21,4%) y Granada (16,4%) registran un 
mayor número de personas menores de edad con una sentencia condenatoria.

Tabla 15: Número de personas entre 14 y 17 años con una sentencia condenatoria por sentencia 
firme según provincia y edad. Andalucía, 2020

Total 14 años 15 años 16 años 17 años

Almería 175 29 50 46 50

Cádiz 548 108 125 149 166

Córdoba 182 37 44 43 58

Granada 356 66 89 100 101

Huelva 98 19 22 30 27

Jaén 133 28 23 42 40

Málaga 507 82 127 140 158

Sevilla 383 81 90 88 124

Andalucía 2.382 450 570 638 724

Fuente: Observatorio de la Infancia en Andalucía a partir de “Estadísticas de menores condenados. Edición 2021” Instituto Nacional de Estadística
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Tabla 16: Número de personas entre 14 y 17 años con una sentencia condenatoria por sentencia 
firme según provincia, edad y sexo. Andalucía, 2020

Chicos Chicas

Total 14 años 15 años 16 años 17 años Total 14 años 15 años 16 años 17 años

Almería 147 22 38 42 45 28 7 12 4 5

Cádiz 436 88 96 127 125 112 20 29 22 41

Córdoba 153 33 34 36 50 29 4 10 7 8

Granada 297 56 70 84 87 59 10 19 16 14

Huelva 79 15 15 25 24 19 4 7 5 3

Jaén 106 20 18 38 30 27 8 5 4 10

Málaga 405 63 103 105 134 102 19 24 35 24

Sevilla 304 55 74 72 103 79 26 16 16 21

Andalucía 1.927 352 448 529 598 455 98 122 109 126

Fuente: Observatorio de la Infancia en Andalucía a partir de “Estadísticas de menores. Edición 2021” Instituto Nacional de Estadística

Infracciones penales

En 2020, en Andalucía se registraron 4.281 infracciones penales cometidas por las personas entre 
14 y 17 años con una sentencia firme condenatoria, un 83% cometidas por chicos (3.555) y un 17% 
por chicas (726). Respecto a la edad, un 58,8% de las infracciones fueron cometidas por chicos y chicas 
entre 16-17 años.

Respecto al año anterior se ha registrado un descenso del 17,3%, en 2019 se registraron 5.179 
infracciones. La evolución de las infracciones ha ido cambiando en los últimos años, en el periodo 
comprendido entre 2013 y 2017 se registró un descenso del 23% de las mismas, a partir de 2017 a 
2019 se observa un incremento del 13%.

Gráfico 45: Evolución del número de infracciones penales cometidas por personas de 14 a 17 
años

Fuente: Observatorio de la Infancia en Andalucía a partir de “Estadísticas de menores. Edición 2021” Instituto Nacional de Estadística
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En cuanto a las provincias andaluzas, Málaga (22,3%), Cádiz (19,4%) y Sevilla (17,4%) son las tres 
provincias con mayor número de infracciones cometidas por personas de 14 a 17 años con una sentencia 
firme condenatoria.

Gráfico 46: Distribución del número de infracciones cometidas según provincia

Fuente: Observatorio de la Infancia en Andalucía a partir de “Estadísticas de menores. Edición 2020” Instituto Nacional de Estadística

Medidas adoptadas

Los jóvenes enjuiciados se les impusieron un total de 4.725 medidas, entre las que cuentan con un 
mayor volumen serían: libertad vigilada (42,7%), prestación de servicios en beneficio de la comunidad 
(14,2%), internamiento semiabierto (11,5%) y realización de tareas socio-educativas (10,4%).

Gráfico 47: Distribución de las medidas impuestas en sentencias según tipo

Fuente: Observatorio de la Infancia en Andalucía a partir de “Estadísticas de menores. Edición 2020” Instituto Nacional de Estadística
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Entre los chicos, las medidas impuestas en sentencia más frecuentes fueron: libertad vigilada (43,4%), 
prestación en beneficio a la comunidad (14,6%) e internamiento semiabierto (12,5%). Entre las chicas, 
las medidas más adoptadas también fueron la libertad vigilada (39,9%), realización de tareas socio-
educativas (13,5%) y prestación en beneficio a la comunidad (12,7%).

Gráfico 48: Distribución del tipo de medidas impuestas en sentencia según sexo

Fuente: Observatorio de la Infancia en Andalucía a partir de “Estadísticas de menores. Edición 2020” Instituto Nacional de Estadística

3 ACTUACIONES DE LA DEFENSORÍA. QUEJAS Y CONSULTAS

3.1  Quejas

3.1.2  Temática de las quejas

3.1.2.6  Derecho a recibir protección de los poderes públicos

3.1.2.6.3  Infancia y adolescencia migrante

…

Por último, también hemos de efectuar una referencia especial a nuestras actuaciones en la queja 
20/6297 tramitada a instancias de un Juzgado de Menores tras exponernos el caso de un joven 
migrante, ex tutelado por el Ente Público, del cual tenía conocimiento por el procedimiento de 
responsabilidad penal que dicho órgano judicial venía tramitando por unos hechos cometidos cuando el 
chico era aún menor de edad.

La magistrada se lamentaba de la inviabilidad de ejecutar las medidas de responsabilidad penal en 
medio abierto que había acordado (libertad vigilada y asistencia a centro de día) en las circunstancias 

https://defensordelmenordeandalucia.es/juzgado-de-menores-pide-asistencia-social-para-mena-ex-tutelado-para-poder-aplicarle-medida-en-medio
https://defensordelmenordeandalucia.es/juzgado-de-menores-pide-asistencia-social-para-mena-ex-tutelado-para-poder-aplicarle-medida-en-medio
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personales y sociales en que el joven se encontraba: Vivía en la calle, sin medios con que subsistir, y sin 
documentación acreditativa de su estancia regular en nuestro país. Por ello solicitaba la intervención de 
esta Institución para que se regularizase, siquiera fuese de forma temporal, su estancia en nuestro país 
y para que se atendiera su situación de especial vulnerabilidad, proporcionándole un recurso residencial 
donde recibiera un trato humanitario y de este modo hacer viable el cumplimiento de la aludida medida 
de responsabilidad penal.

Con dicha finalidad nos pedía en su escrito que se asignara al joven algún alojamiento donde pudiera vivir 
con dignidad (alojamiento individual, centro residencial o vivienda compartida), lo cual permitiría ejecutar 
la sentencia dictada por el juzgado, teniendo en consideración para ello el deber de la Administración 
de prestar la colaboración requerida por el juzgado conforme a lo establecido en el artículo 118 de la 
Constitución.

Tras admitir la queja a trámite solicitamos a la Administración que nos fuese remitido un informe en 
relación con la viabilidad de que dicho joven migrante pudiera beneficiarse de la atención social requerida 
por el juzgado, por su condición de persona ex tutelada por el Ente Público de Protección de Menores.

En respuesta a nuestro requerimiento recibimos un informe procedente de la Delegación Territorial 
competente aludiendo a los recursos residenciales de que disponía la Administración de la Junta de 
Andalucía para facilitar la integración social de jóvenes ex tutelados, y a continuación exponía la situación 
de constante ocupación y alta demanda de estas plazas residenciales, lo cual obligaba a priorizar unos 
casos sobre otros. Concluía la Delegación señalando lo siguiente: “(...) En la fecha actual no disponemos 
de plazas disponibles en programas de alta intensidad habida cuenta de la alta demanda existente para 
estos recursos residenciales. Al mismo tiempo existe una lista de espera priorizada atendiendo a los criterios 
indicados anteriormente, por lo que podemos afirmar que conceder a este menor una plaza en una de las 
vacantes que se producirán en los próximos meses resultaría en perjuicio del resto de jóvenes que optan a la 
misma y que se adecuan mejor al perfil atendiendo a los objetivos de inserción ya expuestos. (…).”

Centrada así la cuestión que se sometía a nuestra supervisión analizamos las obligaciones que incumben 
a la Administración autonómica de Andalucía en relación con la persona aludida en la queja, por su triple 
condición de joven ex tutelado, migrante y sometido al cumplimiento de una medida de responsabilidad 
penal de menores.

En relación con la condición de persona ex tutelada, en el curso de la tramitación del expediente de queja 
pudimos constatar cómo la Junta de Andalucía asumió la tutela de esta persona cuando todavía era menor 
de edad y ello tras quedar acreditada su situación de desamparo. A partir de ahí se dio cobertura a sus 
necesidades básicas, procurando al mismo tiempo que obtuviese una formación y educación adecuada. 
Y todas estas prestaciones las acometió la Junta de Andalucía en cumplimiento de las obligaciones 
que le incumben como Ente Público de Protección de Menores en aplicación de la disposición adicional 
vigésimo segunda de la Ley Orgánica 1/1996, de 15 de enero, de Protección Jurídica del Menor en 
relación con lo establecido en su Título Segundo, relativo a actuaciones en situación de desprotección 
social del menor e instituciones de protección de menores.

Pero las obligaciones del ejecutivo autonómico no quedan ahí, pues la Ley 1/1998, reguladora de los 
derechos y la atención al menor en Andalucía, y de aplicarse en el momento de tramitar la queja, va 
más allá y extiende su compromiso con las personas tuteladas con posterioridad a que alcancen la 
mayoría de edad, todo ello al ser consciente el legislador autonómico de las dificultades de una persona 
ex tutelada para el tránsito a la vida adulta, que por si misma ha de hacer frente a la cobertura de sus 
necesidades, en muchas ocasiones sin red de apoyo social o familiar.

En el caso de este joven se da esta circunstancia pues, no olvidemos, que se trata de un joven migrante 
que se encuentra en nuestro país sin familiares que puedan hacerse cargo de sus necesidades, que no 
dispone de ninguna red de apoyo social, y que además se encuentra en la tesitura de integrarse en un 
entorno social y cultural muy diferente del que procede.

Es por ello que en estas circunstancias debemos resaltar el mandato establecido por la por entonces 
vigente Ley 1/1998 de 20 de Abril de los Derechos y la Atención al Menor, que en su artículo 37.2 
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establece que «al menos, durante el año siguiente a la salida de los menores de un centro de protección, 
la Administración de la Junta de Andalucía efectuará un seguimiento de aquéllos al objeto de comprobar 
que su integración laboral sea correcta, aplicando la ayuda técnica necesaria». A esto se une la previsión 
establecida en el artículo 19.1.f) al determinar que «se potenciará el desarrollo de programas de 
formación profesional e inserción laboral de los menores sometidos a medidas de protección, con el fin 
de facilitar su plena autonomía e integración social al llegar a su mayoría de edad».

Lo determinado en la Ley 1/1998 resulta congruente con las disposiciones del Estatuto de Autonomía 
que en su artículo 37, apartado 8, prevé como principio rector de las políticas públicas la integración de 
los jóvenes en la vida social y laboral, favoreciendo su autonomía personal.

Llegados a este punto también hemos de hacer referencia a la condición de persona migrante de este 
joven, condición que también es contemplada por el mismo artículo 37 del Estatuto de Autonomía de 
Andalucía, al otorgar primacía a las políticas públicas de integración laboral, económica, social y cultural 
de las personas migrantes.

En tal sentido el artículo 9 de la antes citada Ley 1/1998, mandata a las Administraciones públicas 
andaluzas para que realicen políticas de integración social de los menores tutelados, con especial 
referencia a los menores extranjeros. Apuntilla esta obligación la disposición adicional octava de la Ley 
al determinar que la Administración de la Junta de Andalucía, en colaboración con la Administración del 
Estado, habrá de procurar la adecuada atención e integración social de los menores extranjeros que se 
encuentran en situación de riesgo o desamparo, durante el tiempo que éstos permanezcan en nuestra 
Comunidad Autónoma.

Por tanto, mal se avienen estas previsiones legales con el hecho de que este joven migrante, tutelado 
por la Junta de Andalucía, haya alcanzado la mayoría de edad y no se haya programado para él un cauce 
de integración en la sociedad que le permita desenvolverse de forma autónoma.

Y por último, nos hemos de referir a los derechos y deberes que derivan de su condición de menor 
infractor, al que le ha sido impuesta una medida de responsabilidad penal, por mucho que esta medida 
haya de ser cumplida una vez alcanzada la mayoría de edad.

Y es que corresponde a la Junta de Andalucía la ejecución de las medidas adoptadas por los Juzgados 
de Menores, facilitando los medios para su cumplimiento, siendo así que en el presente caso no nos 
referimos a esos concretos medios materiales y personales sino a las circunstancias socio-económicas 
del joven indispensables para hacer viable que éste pueda cumplir la medida impuesta por el juzgado, 
la cual, recordamos, no lleva aparejada su internamiento en ningún centro pues se trata de medidas a 
ejecutar en medio abierto: libertad vigilada y asistencia a centro de día.

Es aquí donde encuentra justificación la queja que nos fue remitida por la persona titular del Juzgado 
de menores, pues si sería no solo deseable sino una exigencia legal que se hubieran previsto para este 
joven medidas que le ayudaran al tránsito a la vida adulta e independiente una vez alcanzada la mayoría 
de edad, la realidad describe una situación completamente diferente, la de un joven que no dispone de 
medios con que costear sus necesidades, ni siquiera las básicas, y sin que tampoco existan expectativas 
que hicieran presagiar una mejora en sus condiciones personales.

Es por ello que compartimos la reflexión que realizaba la magistrada en cuanto que si no se facilitaban 
a este joven las ayudas sociales previstas en la normativa a la que antes hemos hecho alusión, por su 
condición de ex tutelado y migrante, quedarían vacías de contenido las obligaciones que incumben a la 
Junta de Andalucía para prestar la colaboración requerida por el Juzgado de Menores conforme a lo 
establecido en el artículo 118 de la Constitución.

A este respecto conviene recordar que las medidas establecidas en la legislación de responsabilidad 
penal de menores tienen un doble componente; por un lado se tratan de medidas típicamente penales, 
correctivas de ilícitos y con vocación disuasoria de dichas conductas; pero quizás sea más relevante 
su otra vertiente, orientada a la educación y formación de la persona, primando estos aspectos sobre 
la faceta punitiva. Las medidas de responsabilidad penal se erigen como una oportunidad -quizás la 
última- que se brinda al joven para reconducir su conducta, para que asuma el error cometido y obtenga 
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habilidades personales con que evitar que hechos similares se repitan en el futuro y de este modo se 
amplíen sus expectativas de éxito en su integración en la sociedad como persona adulta y responsable.

Así pues, desde nuestra obligada perspectiva de Defensoría de los derechos de las personas menores de 
edad no podíamos conformarnos con el alegato de carencia de medios en el programa de mayoría de 
edad, ni tampoco en la priorización de unos jóvenes ex tutelados merecedores de estas prestaciones sobre 
otros que también serían merecedores de las mismas, pero que no podrían beneficiarse de ellas por la 
alta demanda existente. Por todo lo expuesto dirigimos una Recomendación a la Delegación Territorial 
de Igualdad, Políticas Sociales y Conciliación para que fuese atendida la situación singular de este joven 
con cargo al programa de transición a la mayoría de edad para ex tutelados o con cargo a cualquier otro 
programa de la Administración Autonómica que contemplase prestaciones sociales dirigidas a jóvenes o 
personas migrantes, pero sin que en ningún modo dejase de prestarse la colaboración requerida por el 
Juzgado de Menores para hacer efectiva la medida impuesta en el expediente de responsabilidad penal.

En respuesta a nuestra resolución la Delegación Territorial nos remitió un informe en sentido favorable 
a nuestro posicionamiento, habiendo reservado una plaza residencial para el joven la cual no llegó a 
ocupar por encontrarse ilocalizado. En el informe que nos fue remitido se matizaba lo siguiente:

“... En este, como en otros casos, el paso por un CIMI no puede ser causa de priorización de estos 
menores para la asignación de estos dispositivos, siendo estos centros los que deben gestionar su 
documentación, al tener asignada su guarda. Además, aquellos menores con una problemática 
concreta deben ser atendidos en recursos más específicos, acordes con su situación. De hecho, a 
todos se les ofrece la posibilidad de realizar un seguimiento de su situación socio laboral a través 
del programa Labora, donde se derivan los mayores del 16 años que se encuentran en centros de 
menores.

Las múltiples incidencias provocadas por el menor, hacen que el mismo no tenga un perfil adecuado 
para un dispositivo de autonomía, por lo que debería ser atendido por la red de servicios sociales 
especializados de personas sin hogar. El artículo 42.2 de la Ley 9/2016, de 27 de diciembre, de 
Servicios Sociales de Andalucía establece como prestación garantizada el alojamiento. A pesar de 
todo ello, con posterioridad a la emisión del anterior informe realizado por esta Delegación Territorial 
en relación con este expediente, ha existido un aumento sustancial de plazas coordinadas por la 
Dirección General de Infancia (42 plazas en Málaga), por lo tanto, teniendo en consideración dicho 
incremento y siguiendo la Recomendación emitida por esa Institución, se ha gestionado para este 
menor la reserva de una plaza de modo urgente … Puestos en contacto con Juzgado de Menores éste 
ha informado que el menor no esta localizado. No obstante, hasta que no haya otros candidatos para 
dicha plaza, la misma estará disponible para una entrada concertada ...”

3.1.2.6.4  Personas menores con especiales problemas de comportamiento

Nuestra Defensoría tramita quejas en las que se demandan recursos especializados donde los 
menores, especialmente en edad adolescente, puedan recibir terapia especializada para 
reconducir sus problemas de comportamiento. Se produce esta situación cuando la familia afectada 
se ve impotente para reconducir la conducta del menor, que no atiende las indicaciones de sus padres 
y altera por completo la convivencia familiar, llegando incluso a agredirles. En su entorno social suele 
repetir igual comportamiento, en una espiral de conductas cada vez de mayor gravedad, lo cual hace 
aventurar para el menor un futuro nada halagüeño.

Así en la queja 21/5846 la interesada nos decía que su hijo, de 16 años de edad, venía reiterando graves 
problemas de comportamiento, llegando incluso a ser encausado en procedimientos de responsabilidad 
penal pero que no llevaron aparejados su internamiento en un centro para menores infractores. Al no 
observar ninguna mejoría en el menor dirigió un escrito a la Fiscalía manifestando su impotencia para 
contener la conducta desadaptada de su hijo, por los daños que dicha conducta pudiera ocasionar a sus 
potenciales víctimas y por el perjuicio que esta conducta estaba causando al propio menor, que en 
ningún caso se responsabilizaba de sus actos, y a continuación se dirigió a esta Defensoría solicitando 
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nuestra intervención para que lo ingresaran en un centro especializado donde pudiera recibir terapia 
especializada para reconducir dichos problemas de comportamiento.

Tras analizar los hechos expuestos por la madre le informamos que en casos 
extremos como el de su hijo, en que la conducta violenta e inadaptada del 
menor imposibilita ejercer los deberes inherentes a su guarda y custodia, 
la legislación prevé la opción contemplada en los artículos 19 y 25.3 de 
la Ley Orgánica 1/1996 de Protección Jurídica del Menor; y también en 
los artículos 96.2 y 112 de la Ley 4/2021 de la Infancia y Adolescencia de 
Andalucía: De conformidad con esta previsión legal, los progenitores de un 
menor pueden solicitar al Ente Público de Protección de Menores que 
asuma temporalmente su guarda (delegación voluntaria de guarda) 
para que el menor sea internado en un centro de protección de menores 
especializado en el abordaje de problemas de conducta. Tanto el ingreso 
en dicho centro especializado como la posterior salida y regreso al hogar 
familiar requieren de autorización judicial. A tales efectos facilitamos a la 
madre los datos de contacto del Servicio de Protección de Menores para que 
pudiera gestionar esta posibilidad.

De igual modo en la queja 21/3721 la interesada se mostraba desesperada 
por los problemas de comportamiento de su hijo, de 16 años. Decía haber 

agotado todos los recursos públicos que pudieran ofrecer alguna alternativa de tratamiento al problema 
de conducta del menor, y como última opción solicita la intervención de esta Defensoría para que el Ente 
Público valorase la posibilidad de que fuese ingresado en un centro especializado en el abordaje de este 
tipo de problemática.

Tras interesarnos por su caso pudimos conocer que en el Ente Público no constaba ningún expediente 
de protección a favor del menor. Únicamente constaba una consulta realizada por la madre en la que 
solicitaba información para ingresar a su hijo en el centro de trastornos de conducta, siendo así que 
en esos momentos existía un litigio familiar de fondo, al encontrarse en curso la demanda judicial 
presentada por el padre para que le fuese asignada la guarda y custodia de su hijo. Por ello desde el 
Ente Público se orientó a la madre para que acudiese a los servicios sociales de su localidad al objeto de 
abordar la posible situación de riesgo y evitar la separación del chico de su entorno familiar.

En consecuencia, la viabilidad de la petición realizada por la madre quedaba a expensas del resultado 
de la intervención del Equipo de Tratamiento Familiar y de la valoración de que su situación obligaba a 
adoptar medidas de protección que conllevasen su ingreso en un centro de tales características.

También en la queja 21/6611 la interesada nos expresaba su desesperación por los problemas de 
comportamiento de su hijo, de 13 años, y por ello pedía ayuda para que fuese ingresado en un centro 
especializado donde pudiera recibir terapia adecuada. El menor estaba diagnosticado de trastorno de 
conducta desafiante y negativista; también de trastorno de déficit de atención con hiperactividad y 
síndrome de Tourette.

Nos decía la madre que el caso de su hijo estaba siendo abordado por el Equipo de Tratamiento Familiar 
pero que le habían indicado que resultaba inviable trabajar con él, siendo necesario que previamente 
recibiese un tratamiento especializado que redujera su agresividad.

El caso de este adolescente tuvo una solución favorable, siendo finalmente ingresado en dicho centro 
por decisión judicial, tal como prevé la legislación.

3.1.2.9  Responsabilidad penal de las personas menores de edad

Conforme al artículo 45 de la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de Enero, reguladora de la Responsabilidad 
Penal de los Menores, corresponde a las Comunidades Autónomas la ejecución de las medidas adoptadas 
por los Juzgados de Menores en sus sentencias firmes. En el caso de Andalucía dicha competencia es 
ejercida por la Consejería de Turismo, Regeneración, Justicia y Administración Local por mediación de 
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su Dirección General de Justicia Juvenil y Cooperación, de acuerdo con la atribución de competencias 
efectuada por el Decreto 98/2019, de 12 de febrero, por el que se establece la estructura orgánica de 
la Consejería.

Dicha Dirección General, con la correspondiente dotación de medios a nivel provincial, ejerce en relación 
con menores y jóvenes sometidos a medidas judiciales:

a) La ejecución de las medidas adoptadas por los órganos judiciales, en aplicación de la legislación 
sobre responsabilidad penal de las personas menores, excepto las que correspondan al ámbito de la 
aplicación de protección de menores.

b) La organización, dirección y gestión de centros y servicios para la ejecución de las medidas 
judiciales.

c) La creación, dirección, coordinación y supervisión de programas en relación con menores y jóvenes 
sometidos a medidas judiciales.

d) La elaboración de informes, propuestas y comparecencias ante el Ministerio Fiscal y los órganos 
judiciales, en relación con la situación personal de los jóvenes y las personas menores.

e) La coordinación funcional de los equipos técnicos de menores.

En relación con dichas actuaciones se reciben en la Institución quejas, normalmente presentadas por 
familiares de menores que vienen cumpliendo alguna medida impuesta por los Juzgados de Menores, 
mostrando su disconformidad con la decisión judicial o bien relatando posibles deficiencias en la 
organización o funcionamiento de los centros, en ocasiones también disconformes con la Administración 
de Justicia habilitada para dicha finalidad. Además de por la familia también se reciben quejas presentadas 
directamente por menores infractores, que relatan de primera mano su disconformidad con vivencias en 
el centro o algunas vicisitudes de la medida que vienen cumpliendo.

Así, a lo largo de 2021 tramitamos quejas en disconformidad con decisiones adoptadas por el 
Juzgado de menores, sobre las cuales informamos a los interesados sobre sus derechos y la legislación 
aplicable a su caso concreto, pero sin que pudiéramos ejercer ninguna labor supervisora en respeto de 
la independencia de aquellos órganos integrantes del Poder Judicial que ejercen su labor jurisdiccional, 
tal como predica el artículo 117 de la Constitución. De este modo en la queja 21/0111 el padre de un 
menor protestaba por la decisión del juzgado de archivar la denuncia que interpuso contra su hijo por 
propinarle una bofetada; en la queja 21/0911 un interno en el centro de internamiento para menores 
infractores (CIMI) discrepaba del calculo de la liquidación de las fechas de cumplimiento de su medida y 
en la queja 21/0912 otro interno en ese mismo CIMI pedía que se recalculase el tiempo de duración de 
la medida ya que entendía que el juzgado había cometido un error.

En la queja 21/1669 el interesado se mostraba disconforme con la negativa a facilitarle el acceso 
a documentación e informes obrantes en el expediente judicial de su hijo. En este caso informamos 
al padre que la vía que consideramos adecuada para solicitar cualquier documento o tener acceso a 
determinados trámites judiciales debería canalizarse a través de la representación letrada de su hijo 
que, en su calidad de prestadora de la asistencia jurídica y ejerciente del derecho de defensa, había 
tenido conocimiento y acceso a los contenidos de su expediente.

Así mismo, le comunicamos que todo criterio en relación con las medidas adoptadas en la resolución 
del juzgado, o que rigen sobre la determinación de la responsabilidad atribuida al menor, deberían 
someterse al conocimiento y resolución de los tribunales competentes, sin que esta Institución del 
Defensor del Pueblo Andaluz y Defensoría de la Infancia y Adolescencia pudiera intervenir en el sentido 
que nos solicitaba, por lo que le insistimos en que se aconsejase del criterio técnico del profesional de la 
abogacía que les venía asistiendo.

De contenido diferente fue el asunto que abordamos en la queja 21/2657, en la que los progenitores 
de un menor nos exponían las dificultades que tenían para realizar las visitas y encuentros con 
su hijo, adscrito a un Grupo de Convivencia Educativa con sede en Córdoba y distante de su domicilio 
familiar en Granada.

https://defensordelmenordeandalucia.es/estudian-medidas-ante-las-dificultades-para-desplazarse-durante-los-permisos-de-su-hijo-con-medidas
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Tras solicitar información ante la Dirección General de Justicia Juvenil y Cooperación, pudimos conocer 
que la relación entre padres e hijo se vio dificultada por las limitaciones de movilidad entre municipios 
derivadas de la pandemia por coronavirus. Conforme se fueron relajando estas restricciones se 
programaron visitas dentro del marco reglamentariamente establecido, siendo así que tras quedar 
disponible en Granada una plaza en un Grupo de Convivencia Educativa, el Servicio de medidas de medio 
abierto y reinserción de la Dirección General de Justicia Juvenil y Cooperación autorizó su traslado a 
dicho recurso haciéndose efectivo en el mes de mayo.

A la vista de la anterior información valoramos que el traslado del menor a un 
Grupo Educativo de Convivencia ubicado en la misma provincia del domicilio 
familiar facilitaba los contactos y visitas acordados dentro del programa 
de intervención con el menor, por lo que consideramos que el asunto se 
encontraba en vías de solución.

También hemos de señalar las actuaciones de esta Defensoría en 
relación con quejas relativas a instalaciones y organización de los 
recursos destinados al cumplimiento de medidas de responsabilidad 
penal, tal como en la queja 21/5595 en la que se relataban varias deficiencias 
relativas al funcionamiento de la climatización en las dependencias del grupo 

educativo de convivencia (GEC), situado en Alcolea.

Tras interesarnos por tales deficiencias la Dirección General de Justicia Juvenil y Cooperación nos 
informó que el citado GEC siempre había contado con equipo de climatización aunque en junio de 2021 
se produjo una avería definitiva que hizo necesaria su sustitución, equipándose mientras tanto, para 
mitigar el calor, con diversos ventiladores para uso de los menores y del personal del GEC.

La solución a este problema se demoró debido a que los proveedores habituales más cercanos no tuvieron 
disponibilidad de equipos de climatización por la alta demanda, por lo que se hubo de buscar diferentes 
proveedores. Las gestiones para aportar la preceptiva documentación por la empresa proveedora 
seleccionada contribuyeron a aumentar el retraso.

Se planificó la instalación para la semana del 23 al 27 de agosto debido al volumen del trabajo de dicha 
empresa, haciéndose efectiva la instalación del equipo necesario con fecha 27 de agosto, lo cual no debe 
ser óbice para lamentar que los inconvenientes citados y que demoraron la solución a este problema, 
obligaran a permanecer sin climatización durante meses en que las temperaturas fueron muy elevadas.

También en la queja 21/5205 se relataban varias deficiencias sobre el funcionamiento y servios ofrecidos 
por un CIMI, en este caso relativas, a un CIMI ubicado en la provincia de Almería.

Para analizar dichas afirmaciones vertidas en la queja solicitamos información al respecto a la Dirección 
General de Justicia Juvenil y Cooperación que nos aportó la que a su vez recabó de la entidad gestora 
del CIMI, que sucintamente explicaba lo siguiente:

a) Respecto al incumplimiento de la ratio de educadores por grupo de menores, la dirección del centro 
esgrime que se está cumpliendo con la ratio de personal establecida en los pliegos de prescripciones 
técnicas que rigen el contrato del servicio de guarda, reeducación e inserción de menores en el 
CIMI. Añade que trimestralmente se informa de todas las altas y bajas producidas en el CIMI y la 
Delegación Territorial realiza visitas de verificación trimestral para comprobar, entre otros asuntos, 
los movimientos de personal. Asimismo, el CIMI informa que no se establece en ninguna instrucción 
o reglamentación la ratio de educador/menor que debe haber en los grupos de convivencia y/o 
actividades, y que aún así, en el último año al ser la ocupación del centro muy baja, ningún grupo de 
menores supera el número de siete y suelen coincidir hasta tres o cuatro educadores.

b) En cuanto a la atención por personal médico tras las intervenciones, la dirección del centro afirma 
que por lo que respecta a los medios de contención, los menores objeto de los mismas, son atendidos 
en un plazo inferior a 24 horas. Asimismo, la medicación prescrita a los menores es preparada 
diariamente por personal diplomado en enfermería del centro.
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c) Respecto a la referencia de obras realizadas en el centro sin ningún tipo de permisos por parte de 
la Junta de Andalucía donde la mano de obra eran los menores, el informe de la dirección del centro 
indica que todas las obras realizadas se hacen con el consentimiento dela entidad pública y que los 
menores sólo participan en el contexto de prácticas de los talleres prelaborales que forman parte de 
la programación anual de actividades de los menores.

d) Respecto al control fitosanitario de las verduras recogidas en el taller de jardinería, la dirección 
del centro informa que cuentan con un Plan de Autocontrol para garantizar dicho control y con 
auditorías mensuales por parte de una empresa externa, así como periódicas inspecciones de las 
autoridades sanitarias y auditorías de Aenor que verifican el control de este plan. Además señala 
que el taller de jardinería se base en la agricultura ecológica por lo que no se utiliza ningún producto 
fitosanitario en el huerto del centro.

e) La queja también hace referencia a que el hogar terapéutico: “no reúne todas las condiciones que 
deberían tener, no hay ni una sola habitación de contención que reúna las condiciones”. La dirección 
del centro informa que aunque el CIMI contaba con una habitación para la adopción de los medios de 
contención en el hogar terapéutico, tras la entrada en vigor de la Ley Orgánica 8/2021, de 4 de junio, 
de protección integral a la infancia y a la adolescencia frente a la violencia y tras la instrucción de la 
Dirección General de Justicia Juvenil y Cooperación, las habitaciones con camas articuladas para la 
contención han sido deshabilitadas.

f) Por último, se hace referencia al no funcionamiento del detector de humo de las habitaciones de 
los menores, señalando el centro que dicho sistema se encuentra en correcto estado de uso y que 
una empresa externa es la responsable de su mantenimiento e inspección. En los últimos meses se 
ha realizado la auditoria interna de prevención de riesgos laborales y el simulacro de incendio y no 
se ha detectado ninguna anomalía en el sistema.

Cumple indicar que, junto a la anterior información canalizada, desde esta Defensoría de la Infancia y la 
Adolescencia de Andalucía se efectuó una visita de inspección al CIMI, sin que de la misma obtuviéramos 
datos o indicios que vinieran a contradecir la información aportada por la Dirección General, por lo que 
hubimos de concluir nuestras actuaciones, sin perjuicio de continuar con las labores de supervisión y 
seguimiento que resultan singularmente necesarias en escenarios tan singulares como son los Centros 
de Internamiento de Menores Infractores.

Tal como indicamos con anterioridad también suele ser recurrente la recepción de quejas en 
disconformidad con la intervención de profesionales del concreto centro o recurso para el 
cumplimiento de medidas de responsabilidad penal de menores. Citaremos a título de ejemplo la queja 
21/6689 en la que un interno censuraba la atención psicológica y médica recibida en el Centro de 
Internamiento de Menores Infractores (CIMI) donde cumplía la medida.

Tras interesarnos por las cuestiones planteadas por el menor recibimos información procedente de la 
Dirección General que venía a rebatir su argumentación: Así en relación con la atención recibida por 
parte de los equipos técnicos “... Desde que vine a este centro ni un equipo técnico ha venido a verme 
día 25/06/21 hasta el día 2/07/21”, la dirección del centro acreditó que el menor fue atendido por la 
psicóloga de referencia asignada el 25 y el 28 de junio, y por la trabajadora social el 25 de junio y el 2 
de julio.

En cuanto a la queja del menor “… Hoy día 2/07/21 por la mañana estaba nervioso y le pegué un manotazo 
a una jarra tengo el nudillo partido y en la actualidad no ha venido ni un coordinador, ni psicólogo, ni médico 
a ver como estoy ...”, desde la dirección del centro se señala que el día 2 de julio, durante el descanso 
nocturno, el menor protagonizó unos hechos que dieron lugar a la apertura de expediente disciplinario. 
Durante los mismos, exigió ver al coordinador bajo amenaza de provocar daños en el mobiliario y prender 
fuego a las cortinas de su dormitorio.

Con relación a la queja de no ser atendido por un “nudillo roto”, en el centro no existía constancia 
en los libros de triaje ni tampoco consulta médica pedida por el menor al respecto en dicha fecha. Sí 
constaba una solicitud de consulta por dolor en la parte posterior del muslo derecho el día 6 de julio, sin 
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que el menor mencionase molestias en el nudillo. Posteriormente, el 8 de julio, el menor fue atendido 
en consulta por referir molestias en la mano derecha. Asimismo, el 12 de julio de 2021 volvió a ser 
valorado por molestias en nudillo mano derecha, no presentando clínica compatible con fractura de 
metacarpiano.

Ante lo esgrimido por el menor “... y encima drogan a los menores siendo menores de edad le dan pastillas 
que no las tienen recetadas se la autorizan solo para que no molesten (...) lunes 17 de julio a las 9.30 de 
la noche me tenían que dar la medicación una pastilla no mas de una. Había 2 menores más que tomaban 
medicación y se confundió la educadora y me dio la que no es mía (...)”, añade la dirección del CIMI 
que todos los tratamientos psiquiátricos son prescritos y supervisados en cuanto a su periodicidad, 
dosificación y modo de administración por el psiquiatra de referencia del centro, ello, en coordinación 
con el equipo socio-educativo y con el consentimiento informado de los progenitores en caso de menores 
de edad. Aclara el centro que, cada menor dispone de un casillero de medicación propio, uno por cada 
turno, mañana, tarde y noche, y que se entrega previa administración del fármaco prescrito, estando 
supervisados por profesionales de enfermería.

Se indica igualmente que desde el centro se consultó el libro diario del módulo y se entrevistó al 
coordinador y los educadores del turno de noche de la fecha señalada, sin que se detectaran indicios de 
ninguna confusión en la medicación del menor ni incidencia clínica alguna.

A la vista de la información recibida y de la evaluación de las cuestiones planteadas en la queja, y a 
falta de mayores datos, finalizamos nuestra intervención en la queja al no poder deducir una actuación 
inadecuada o contraria por parte de los profesionales del CIMI ante las normas que regulan la intervención 
con los chicos internos.

En otras ocasiones la intervención de esta Defensoría es requerida para analizar la valoración 
que efectúa el centro de internamiento del grado de cumplimiento de la medida, siendo así que 
de dicha valoración resulta relevante tanto para la autorización de permisos de salida como para el 
tránsito de una media a otra de menor intensidad. Así en la queja 21/2992 un interno en un CIMI de 
Córdoba, nos exponía un conjunto de reclamaciones que culminaban con su pesar por no ver satisfecha 
su pretensión de finalización anticipada de la medida de internamiento abierto, pasando a cumplir la 
medida de libertad vigilada.

En este caso la información aportada por la Dirección General de Justicia Juvenil y Cooperación venía a 
justificar de forma sucinta la intervención realizada con el menor conforme a los siguientes argumentos:

El joven venía cumpliendo una medida de 2 años de Internamiento en régimen abierto que finalizaba 
en mayo de 2021. Asimismo, tenía impuesta una medida de prohibición de aproximarse a la víctima y 
de comunicarse con ella, que finalizaba en diciembre de ese mismo año. A lo expuesto se añadía una 
medida de libertad vigilada de 1 año de duración.

Precisaba la Dirección General que la evolución socioeducativa del joven estaba siendo negativa desde 
que en el mes de febrero le fue denegada su solicitud de cambio de medida a libertad vigilada. Desde 
ese momento empezó a mostrar desinterés por las normas y actividades del centro e incurrió en faltas 
de respeto hacia el personal.

En el área formativa y ocupacional, el joven continuó formándose en los talleres prelaborales de 
horticultura y mantenimiento del centro, con un bajo nivel de implicación; en el ámbito familiar, el joven 
tuvo contacto telefónico regular con sus progenitores, con los que la relación fue positiva. No obstante, 
ni el joven ni su familia concretaron aspectos de un proyecto de vida futuro. Desde el mes de enero el 
joven no pudo disfrutar de salidas de fin de semana debido a las restricciones de movilidad derivadas de 
la actual pandemia por coronavirus.

En el ámbito disciplinario, al joven le fueron incoados seis expedientes disciplinarios desde su ingreso en 
el centro, cinco por faltas leves y uno por falta grave.
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Considerando la evolución desfavorable que presentaba el joven, la gravedad del delito cometido así 
como la necesidad de continuar trabajando los objetivos establecidos en su programa individualizado, 
no se consideró conveniente la finalización anticipada de la medida de Internamiento en régimen abierto.

Del estudio de la información aportada por la Dirección General destacamos que se había dado respuesta 
concreta a cada elemento de la queja presentada por el interno, enmarcándose dicho relato en el 
compendio de actuaciones regladas que se ejecutan habitualmente en los centros de internamiento. 
Y en relación con el caso se clarificaron los motivos de decisiones adoptadas por los profesionales del 
CIMI y, finalmente, también pudimos conocer otras circunstancias relacionadas con los beneficios de 
permisos de salida.

En lo atinente al informe que propone la continuidad del régimen de internamiento abierto, no podemos 
considerar que este careciera de motivación o que se hubiera elaborado al margen del procedimiento 
establecido, si bien deberá ser la autoridad judicial la que resuelva la decisión final respecto de la vigencia 
de la medida cuestionada en la queja.

En una valoración global, y en base a la información recibida, apreciamos que las actuaciones señaladas 
en el relato de la queja se encontraban debidamente explicadas, por lo que acordamos concluir nuestras 
actuaciones.

…

4 RELACIONES INSTITUCIONALES

4.2  Colaboración con otras Defensorías y Organismos Públicos

…

Por otro lado, como miembro de ENOC (European Network of Ombudsman persons for Children, 
Red Europea de Defensores para la Infancia), hemos participado en su 25ª Conferencia, que se 
celebró en Atenas en el mes de septiembre, en formato híbrido, presencial y virtual, bajo el lema «Covid-
19 y derechos de la infancia: lecciones para el futuro».

La Asamblea de miembros discutió y votó una declaración conjunta que dirige recomendaciones a las 
instituciones y administraciones correspondientes para adoptar todas las medidas y políticas necesarias 
para garantizar los derechos de la infancia, especialmente de los más vulnerables, y asegurar la 
implicación de los menores en el diseño y la implementación de estas medidas.

En el marco de la Conferencia, la Asamblea también aprobó una declaración en defensa de los derechos 
de los menores migrantes en el contexto de las devoluciones practicadas en algunos países, como 
España, Grecia, Italia, Polonia, Hungría, Eslovenia, Croacia, Rumanía, Serbia, Bulgaria, entre otros.

ENOC recomienda respetar los principios y los derechos de la Convención de los derechos de los niños, 
como el de no-discriminación o el del interés superior. Entre otros temas, ENOC reclama que los menores, 
ya sean acompañados, no acompañados o separados de sus progenitores, nunca puedan ser devueltos 
a la entrada de un país de acuerdo con el principio de no-devolución y recuerda la prohibición de las 
expulsiones colectivas.

El Defensor de la Infancia y Adolescencia de Andalucía ostenta la representación de la zona europea 
en la Red de la Niñez de la Federación Iberoamericana de Ombudsman (FIO), organización que 
representa a más de 100 Defensorías del Pueblo, Procuradores, Proveedores, Comisionados y Presidentes 
de Comisiones de Derechos Humanos de países iberoamericanos junto con España, Portugal y Andorra.

Durante 2021 hemos mantenido, como coordinadores de la Red en Europa, diversos encuentros online 
con el resto de instituciones que forman parte de dicha organización para trabajar en la elaboración de 
un informe sobre la incidencia de la Covid-19 en los derechos de la infancia y adolescencia.

http://enoc.eu/wp-content/uploads/2021/10/ENYA-Report-2021-COVID-19-learning-for-the-future.pdf
http://enoc.eu/wp-content/uploads/2021/10/ENYA-Report-2021-COVID-19-learning-for-the-future.pdf
http://enoc.eu/wp-content/uploads/2021/10/ENYA-Report-2021-COVID-19-learning-for-the-future.pdf
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25º Conferencia de ENOC 2020-2021

Fuente: propia. Defensoría de la Infancia y Adolescencia de Andalucía

A tal efecto las instituciones participantes hemos trabajado sobre un extenso cuestionario de cuyas 
conclusiones se realizó un llamamiento a los Estados para privilegiar los principios de interés superior 
y desarrollo de niñas, niños y adolescentes al adoptar medidas de atención durante y después de la 
pandemia por la Covid-19, el cual fue posteriormente presentado, para su ratificación, ante la Asamblea 
General de la FIO celebrada en Santo Domingo (República Dominicana) en el mes de noviembre.

Pronunciamiento FIO 8/21

La FIO hace un llamado a los Estados para privilegiar los principios de interés superior y desarrollo 
de niñas, niños y adolescentes al adoptar medidas de atención durante y después de la pandemia 
por COVID

Hacer frente a la pandemia por coronavirus ha implicado la suma de esfuerzos locales, nacionales, 
regionales e internacionales que trascienden al sector salud.

En ese sentido, atajar los impactos que esta pandemia ha tenido en la educación y -sobre todo- en 
niñas, niños y adolescentes, no debe seguir un curso distinto, sino que requiere los esfuerzos de todos 
los sectores y ámbitos -público y social- en su conjunto para regresar a una nueva normalidad.

Si bien ese sector de la población no es el más vulnerable al virus SARS-CoV-2, sí ha sido altamente 
impactado por las medidas de atención a la emergencia sanitaria tanto directa como indirectamente. 
De manera directa, el cierre de las escuelas representó la mayor afectación a su cotidianeidad y 
etapa de desarrollo en varios aspectos. El cierre prolongado de los establecimientos educativos por 
la pandemia afectó el bienestar integral de niñas, niños y adolescentes; fundamentalmente -y como 
toda crisis- a quienes se encuentren en contextos de desigualdad.

Lo anterior ha sido así puesto que las escuelas no son simples proveedoras de servicios educativos, 
sino que ofrecen condiciones para el ejercicio del derecho al juego y esparcimiento, la socialización 
entre pares, la identificación y prevención de violencias, el desarrollo de habilidades para la vida, 
el desarrollo emocional, entre otras fundamentales para el desarrollo integral de niñas, niños y 
adolescentes.

En lo que toca al aprendizaje, es preciso reconocer que, en la medida en que éste depende de otros 
muchos factores que no son exclusivos de la escuela, la población más afectada es y será aquella con 
menos acceso a éstos, como son el acceso a medios digitales, alfabetización tecnológica y, en buena 
medida, apoyo para las tareas escolares y reforzamiento del conocimiento.
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Por su parte, y asociado con lo anterior, la deserción escolar constituye una realidad palpable en las 
regiones, lo que representa una amenaza para el ejercicio de otros derechos que favorecen un nivel 
de vida adecuado en el futuro o la adquisición progresiva de condiciones para ello.

Aunado a ello, es necesario mencionar que la salud integral de niñas, niños y adolescentes se ha 
visto impactada de manera significativa, lo que se observa en el aumento de padecimientos como 
depresión, ansiedad, suicidio e ideación suicida entre ese grupo etario. Ante tal escenario, el tiempo 
transcurrido ha dejado ya lecciones importantes, entre las que se encuentran el reconocimiento y 
valorización de la escuela como un espacio esencial para el desarrollo de niñas, niños y adolescentes, 
así como incluir procesos de consulta a las poblaciones afectadas por los sucesos, como niñas, niños 
y adolescentes, pues su opinión debe de ser considerada en la toma de decisión y atención de las 
problemáticas.

En función de lo antes expresado, las instituciones que integramos la Red Niñez y Adolescencias de la 
Federación Iberoamericana del Ombudsman (FIO) hacemos un llamado a las autoridades nacionales 
de los países que formamos parte de esta Red a:

	 • Privilegiar el valor social de la escuela y reconocerlo como ámbito principal para el desarrollo 
integral de niñas, niños y adolescentes.

	 • Focalizar esfuerzos para dar cumplimiento no sólo al contenido del derecho a la educación 
en términos de calidad, accesibilidad, disponibilidad y aceptabilidad, sino que, de manera principal, 
estén dirigidos a la satisfacción de las finalidades que lo guían, como son la consideración del interés 
superior como principio rector y el desarrollo.

	 • Atajar el aumento en la brecha de desigualdad derivada de la disminución del aprendizaje o 
la calidad de éste, la deserción escolar, entre otros, mediante estrategias de acompañamiento para 
combatir el rezago del alumnado.

	 • Llevar a cabo ejercicios de consulta y participación infantil y juvenil con la finalidad de 
escucharlos respecto a los temas que les afectan e involucran.

	 • Adoptar medidas para que el interés superior de niñas, niños y adolescentes sea realmente la 
consideración principal en la toma de decisiones, lo que implica garantizarlo como principio rector 
de las medidas públicas, como derecho y como norma de procedimiento.

	 • Implementar medidas de apoyo a las familias como principales proveedores de protección 
y cuidado de niñas, niños y adolescentes,dentro de las que se encuentran sistemas integrales 
de cuidados, medidas de prevención y atención a la violencia familiar, programas de apoyo a la 
alimentación infantil, políticas dirigidas a procurar la salud integral de las personas más allá de una 
visión de la salud entendida como ausencia de enfermedad sino como máximo bienestar.

	 • Asegurar el máximo de los recursos disponibles para garantizar el derecho a la educación para 
las niñas, niños y adolescentes durante y post pandemia.

	 • Recuperar lecciones aprendidas que permitan el diseño de acciones a futuro como medidas de 
atención a niñas, niños y adolescentes sobre sus derechos en los entornos digitales, con base en la 
Observación General nº 25 del Comité de los Derechos del Niño de Naciones Unidas.

	 •Garantizar la atención integral, diferencial y prioritaria de las infancias y adolescencias como 
las que viven sin cuidado parental, con discapacidad, en contextos de movilidad humana, que 
son víctimas de violencias, de explotación laboral o que forman parte de pueblos y comunidades 
indígenas, afrodescendientes, entre otras.

	 • Atender la deserción escolar y rezagos académicos agudizada por el contexto actual, 
identificando practicas exitosas a fin de que todas las infancias y adolescencias cuenten con igualdad 
de condiciones para ejercer y gozar el derecho a la educación.

	 • Continuar con los esfuerzos de contención de la pandemia que incluya a niñas, niños y adolescentes, 
y con relación a la vacunación, se brinde información científica, accesible, y veraz respecto a su 
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importancia, así como que se evite cualquier forma de discriminación que condicione el ejercicio de 
otros derechos humanos, como es el de la educación.

Para concluir, en 2021 los integrantes de la Red hemos desarrollado y puesto en marcha un sitio web de la 
Red Niñez y Adolescencia y un boletín informativo trimestral que incorpora acciones de las instituciones 
que integran la Red, así como con un repositorio digital con información relevante del Sistema Universal 
y Regional.

El Parlamento de Andalucía solicitó la comparecencia del titular de la Institución, en mayo de 2021, 
ante la Comisión de igualdad, políticas sociales y conciliación para valorar el entonces proyecto ley de 
infancia y adolescencia en Andalucía (11-20/pl-000004), y aportar algunas ideas y propuestas a esta 
loable iniciativa, siempre desde la perspectiva de las funciones legalmente conferidas.

En dicho acto el Defensor señaló que la futura ley constituiría uno de los hitos más importantes en la 
tarea que ha venido realizando el Parlamento de Andalucía en el ámbito de la atención y protección de 
los niños y niñas andaluces. Se trataba de una ley necesaria. Y no solo para cumplir con los compromisos 
y mandatos internacionales o por su imprescindible adaptación a la Ley Orgánica 8/2015 y a la Ley 
26/2015, de modificación del sistema de protección a la infancia y adolescencia; era necesaria también 
para actualizar y modificar la regulación hasta ahora vigente en relación con las nuevas demandas 
y circunstancias sociales que están incidiendo en este sector especialmente vulnerable de nuestra 
sociedad.

De igual modo el titular de la Institución, en dicho acto, destacó las bondades del proyecto por su 
innovación en materias tan importantes para niños y niñas como son el valor social de la infancia, la 
promoción del bienestar, el buen trato, el protagonismo de las medidas desensibilización para promover 
la dignidad y bienestar de la infancia y los valores de respeto, convivencia y no violencia. También el 
impulso de la alfabetización digital o el protagonismo que se otorga a la formación y especialización de 
los profesionales que trabajan con la infancia, la novedosa regulación de las situaciones de riesgo, o el 
destacado papel que el proyecto otorga a la parentalidad positiva fueron puestas en valor.

Asimismo se destacó que el proyecto sometido a debate hubiese contado con un amplio consenso 
de la mayoría de las formaciones políticas del Parlamento y que hubiese sido fruto del diálogo con 
organizaciones, entidades y agentes sociales que trabajan con la infancia y adolescencia

Muchas de las aportaciones y reflexiones en la comparecencia ante la Comisión, especialmente aquellas 
relativas a las nuevas competencias de la Defensoría de la Infancia y Adolescencia, fueron recogidas en 
la vigente Ley 4/2021, de 27 de julio, de la Infancia y Adolescencia en Andalucía (BOE nº 189, de 9 de 
agosto).

…

El II Plan de Infancia y Adolescencia 2016-2020, aprobado por el Consejo de Gobierno, ha constituido 
el instrumento encargado de concretar las políticas de atención a la infancia y a la adolescencia en 
Andalucía en dicho periodo de tiempo. Transcurrida su vigencia, durante el año 2021 se ha desarrollado 
un proceso de evaluación del Plan liderado por el Instituto Andaluz para las Administraciones 
Públicas (IAAPP).

Para esta labor de evaluación se realizaron técnicas de recogida y análisis de resultados, a través 
de cuatro grupos focales, participando esta Defensoría en uno de ellos, en concreto, en el «Grupo 
focal externo otras consejerías» donde se tuvo la oportunidad de exponer las distintas deficiencias, 
problemas, retos y necesidades de las personas menores de edad en nuestra comunidad autónoma así 
como las vicisitudes acontecidas en el desarrollo del mencionado instrumento de planificación, desde la 
perspectiva y experiencia del trabajo que venimos desarrollando en la Institución.

Las consideraciones puestas de relieve servirán de apoyo en la elaboración y concreción del III Plan de 
Infancia y Adolescencia, aprobado por acuerdo de 29 de junio de 2021, del Consejo de Gobierno (BOJA 
de 5 de julio de 2021).

https://www--parlamentodeandalucia--es.insuit.net/webdinamica/portal-web-parlamento/actividadparlamentaria/todaslasiniciativas/busquedaavanzada.do?numexp=11-20/PL-000004&accion=Ver%20iniciativas&terminos=INFANCIA&legislatura=11&hastaanyo=2022&seleccion=y&tipoproponente=&tipoiniciativa=1&desdemes=11&hastames=5&desdedia=2&hastadia=18&iniciativa=PL&desdeanyo=2018&materia=
https://www--parlamentodeandalucia--es.insuit.net/webdinamica/portal-web-parlamento/actividadparlamentaria/todaslasiniciativas/busquedaavanzada.do?numexp=11-20/PL-000004&accion=Ver%20iniciativas&terminos=INFANCIA&legislatura=11&hastaanyo=2022&seleccion=y&tipoproponente=&tipoiniciativa=1&desdemes=11&hastames=5&desdedia=2&hastadia=18&iniciativa=PL&desdeanyo=2018&materia=
https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2021-13605
https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2021-13605
https://www.juntadeandalucia.es/boja/2021/127/6
https://www.juntadeandalucia.es/boja/2021/127/6


DEFENSORÍA DE LA INFANCIA Y ADOLESCENCIA DE ANDALUCÍA
INFORME ANUAL 2021

DESGLOSE POR MATERIAS
7. JUSTICIA JUVENIL

18

5 ACTIVIDADES DE PROMOCIÓN Y DIVULGACIÓN DE DERECHOS

5.1  La voz de niños y niñas: El consejo de participación de la Defensoría de la Infancia y 
Adolescencia

…

Hemos de referirnos seguidamente a la participación en ENYA (European Network of Young Advisors). 
Se trata de un proyecto participativo para niños y adolescentes que se lleva cabo con la colaboración de 
la Red Europea de Defensores para la Infancia (ENOC). El propósito de esta red es reunir a los jóvenes 
implicados con los miembros de ENOC y facilitar el intercambio de sus opiniones vinculadas al tema de 
trabajo anual de ENOC.

Su cometido es facilitar la promoción y la protección de los derechos de las personas menores de 
edad establecidos por la Convención de las Naciones Unidas sobre los derechos del menor, dar apoyo 
a los colectivos de defensa de los derechos de los niños y niñas, compartir informaciones y estrategias 
entre los estados miembros y promover la proliferación de oficinas de Ombudsman para infancia y 
adolescencia, sean independientes o integradas en instituciones de defensa de los derechos humanos.

El principal objetivo de ENYA es colocar a la niñez y la juventud en la vanguardia del trabajo que realiza 
ENOC asegurando el más alto nivel de participación infantil. Las recomendaciones de los jóvenes 
asesores formarían parte de la declaración de ENOC que se adoptó en la Asamblea General Anual (otoño 
de 2021).

Para reflexionar sobre este tema y elaborar la aportación del Consejo de la Defensoría de Infancia y 
Adolescencia de Andalucía a la reunión con ENYA en julio, éste se reunió los días 21, 22 Y 23 de mayo 
de 2021 en Granada.

Comenzábamos el trabajo del Consejo construyendo un Mapa Emocional que nos permitiera conocer 
de primera mano cómo se habían sentido los y las menores en las diferentes etapas de la pandemia de 
la Covid (confinamiento, vuelta al cole y postcovid), para poder identificar desde esas emociones cuáles 
habían sido los derechos de los niños y niñas que mayor impacto habían sufrido.

Partimos generando un relato utilizando para ello titulares reales de prensa: queríamos ver si lo que los 
adultos hemos ido diciendo sobre ellos en toda la pandemia corresponde a su percepción y emoción.

Una vez analizadas las noticias resultaba importante que conectaran con cómo se habían sentido en 
cada una de las fases, y que volcaran dichas emociones en un mapa: tanto emociones negativas, como 
todas aquellas emociones positivas que habían experimentado. El resultado nos permitió hacer una 
lectura general del estado de bienestar y las dificultades que han vivido nuestros y nuestras menores.

Ese mapa es la base de análisis para identificar cuáles han sido los derechos que mayor impacto han 
tenido en toda la pandemia no desde la lectura que hacemos las personas adultas, sino desde su realidad 
más cotidiana.

Los derechos seleccionados por el Consejo han sido: derecho a la educación, derecho a la salud y 
derecho al ocio.

DERECHO A LA EDUCACIÓN

Los mayores impactos que la COVID ha tenido sobre los y las menores en materia de educación se 
reflejan en tres ámbitos y aspectos significativos:

SEGUIMIENTO DEL CURSO: Dificultad de muchos menores para poder seguir el ritmo del curso y dar 
respuesta a los retos educativos desde sus realidades personales.

CONVIVENCIA EN EL AULA: Complejidad en la adaptación a la realidad de las aulas: grupos burbuja, 
medidas preventivas,…

MENOS OPORTUNIDADES: Muchos menores han contado con menos oportunidades: becas, comedor 
escolar,…..
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DERECHO A LA SALUD

Los mayores impactos que la COVID ha tenido sobre los y las menores en materia de salud se reflejan 
en tres ámbitos y aspectos significativos:

ATENCIÓN MÉDICA: El hecho de no ser un “grupo de riesgo” y no estar entre las prioridades sanitarias, 
ha impactado sobre el derecho a ser atendidos correctamente.

SALUD MENTAL: La nueva forma de vida en el confinamiento desde todas las coordenadas (educativa, 
familiar, social,..) ha impactado en el estado emocional y por defecto en la salud mental.

FORMA FÍSICA: La imposibilidad de poder desarrollar una actividad física al aire, y las posibilidades 
que ofrecen los hogares han impactado sobre la forma física y los hábitos saludables de los menores.

DERECHO AL OCIO

Los mayores impactos que la COVID ha tenido sobre los y las menores en materia de ocio se reflejan 
en tres ámbitos y aspectos significativos:

SOCIALIZACIÓN: La falta de ocio ha impactado directamente en una de las necesidades psicosociales 
más importante en los menores para su desarrollo: en la socialización entre iguales.

ACTIVIDADES CULTURALES Y DEPORTIVAS: La falta de acceso a actividades culturales y deportivas 
ha mermado el derecho a decidir y por ende el mismo derecho a tener un ocio adaptado a sus 
intereses y necesidades.

DIVERSIÓN: La falta de ocio ha impacto en no poder divertirse de la misma manera con la que venían 
haciéndolo con anterioridad. La falta de diversión ha impactado directamente en su salud anímica 
y emocional.

Desigualdades

Una vez construido el mapa emocional, y habiendo identificado los derechos y los mayores impactos 
sobre el mismo, comenzamos a reflexionar y a identificar las desigualdades que habían tenido los 
niños y niñas en esos mismos impactos.

El Consejo es tremendamente consciente de las desigualdades que se han dado entre sus grupos de 
iguales, y más allá de haberlo vivido en primera persona o no, tienen la capacidad de identificar no 
tan solo los hechos, sino muchas de las causas de las mismas.

El reflexionar en relación a las desigualdades nos permite analizar mayores vulneraciones de los 
derechos de los niños y niñas. Son conscientes de que muchas de las desigualdades no tienen su 
origen únicamente en la Covid, pero sí concluyen que esta situación de pandemia ha agudizado las 
mismas.

Resulta imprescindible realizar este análisis ya que las recomendaciones van a tener mucha mayor 
eficacia e impacto si se enfocan en resolver las causas que han generado desigualdades en relación 
a sus derechos.

Desigualdades en la educación

Los mayores desigualdades que la COVID ha tenido sobre la infancia y adolescencia en el Derecho a 
la Educación son las siguientes según el Consejo:

FALTA DE RECURSOS (brecha digital): La falta de acceso a tecnología (equipamientos, redes,…) ha 
generado una enorme desigualdad a la hora de poder desarrollar la actividad escolar con normalidad.

DIFICULTAD DE COMPETENCIAS: El formato virtual ha complicado el seguimiento de curso a muchos 
menores con dificultades en competencias de comprensión y seguimiento.

DIFERENCIA DE ASISTENCIA: Existen muchos menores con circunstancias socio-familiares peculiares 
que ha generado dificultades para seguir el curso escolar.

MENORES CON DIVERSIDAD FUNCIONAL: Esta pandemia nos ha servido para darnos cuenta de la 
exclusión y poca atención personalizada que han tenido los y las menores con diversidad funcional.

Desigualdades en la salud
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Los mayores desigualdades que la COVID ha tenido sobre los y las menores en el Derecho a la Salud 
son las siguientes según los y las menores:

PREFERENCIAS POR EDADES Y DIAGNÓSTICO: En tiempo de pandemia hemos sentido que hemos 
sido un colectivo de segundo nivel y que no hemos sido atendidos correctamente.

DESATENCIÓN SALUD MENTAL: La pandemia ha causado un mayor desajuste emocional y en salud 
mental de los menores, y el sistema no estaba preparado para dar respuesta al mismo.

HÁBITOS ALIMENTICIOS: La falta de comedor en colegios ha generado una enorme desigualdad en 
los hábitos de alimentación ya que para muchos la comida del colegio era su única comida del día.

TIPOLOGÍA DE VIVIENDA Y FAMILIA: El espacio de la vivienda y el tipo de familia ha fomentado una 
pandemia más dinámica o más sedentaria.

Desigualdades en el ocio

Los mayores desigualdades que la COVID ha tenido sobre los y las menores en el Derecho al Ocio son 
las siguientes según los y las menores:

RECURSOS ECONÓMICOS: La falta de recursos y medios económicos ha dificultado el acceso a la 
cultura y al ocio (plataformas, juegos online, entradas virtuales,…)

ACCESO A LA TECNOLOGÍA: La brecha digital que han sufrido en la educación en cuanto a 
equipamiento, también ha tenido impacto en el ocio y en su capacidad para relacionarse y socializar.

DIFERENCIA ENTRE ENTORNO RURAL Y URBANO: La oferta de ocio y cultural del entorno rural no 
ha permitido a muchos menores acceder a actividades que si podían acceder en las ciudades por la 
dificultad de movilidad y cierre perimetral.

Y concluimos las jornadas de trabajo identificando una serie de recomendaciones por cada uno de 
los derechos que sirva de foco y guía en la toma de decisiones de las futuras normas y políticas si se 
vive una situación igual.

Entendemos que las recomendaciones están dirigidas no tan solo a garantizar el derecho de todos 
los niño y niñas, sino a concretar medidas que rompan las desigualdades de los menores que tienen 
como origen muchas veces en su entorno familiar: recursos económicos, situación sociofamiliar,….

Para el Consejo las recomendaciones tienen gran importancia no tan solo para garantizar sus 
derechos, sino porque entienden que ellos y ellas tienen mucho que decir y opinar, y porque sus 
aportaciones tienen de base tanto su experiencia como su visión.

Ellos y ellas reclaman un lugar en las reflexiones y en las tomas de decisión de la vida política, social 
y cultural de sus ciudades y países.

Entendemos que las recomendaciones deben servir de luz para que introduzcamos en los debates de 
los adultos la mirada y perspectiva de la infancia, adolescencia y juventud que tan necesaria es para 
el futuro.

RECOMENDACIONES

Las recomendaciones de los y las menores ante las desigualdades que la COVID ha tenido sobre el 
Derecho a la Educación son las siguientes:

Garantizar que la modalidad de presencialidad/semipresencialdad no afecte a la igualdad de 
oportunidades de los niños, niñas y adolescentes.

Desarrollar planes de seguimiento haciendo énfasis en alumnos/as con diversidad funcional

Dotar de material (tecnológico y analógico) al alumnado que lo necesite

Implementar talleres formativos orientados al impulso académico y al desarrollo de conocimientos 
tecnológicos

Abrir el centro a realidades sociales, culturales, económicos, comunitarios… que permitan concienciar 
sobre el impacto de la covid
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Las recomendaciones de los y las menores ante las desigualdades que la COVID ha tenido sobre el 
Derecho a la Salud son las siguientes:

Garantizar que seamos atendidos y atendidas independientemente de nuestra edad

Más personal especializado en salud mental para los niños, niñas y adolescentes

Programas específicos para fomentar el deporte y la vida saludable entre los menores

Sensibilizar los efectos de una alimentación equilibrada y saludable

Fomentar programas formativos y recursos que garanticen unos hábitos familiares saludables

Las recomendaciones de los y las menores ante las desigualdades que la COVID ha tenido sobre el 
Derecho al Ocio son las siguientes:

Fomentar la actividad cultural en zonas rurales

Garantizar el ocio y el acceso a la cultura con medidas excepcionales

Fomentar y proteger las zonas comunes de ocio ambientadas al deporte

Campañas de concienciación para adultos para trasladar el compromiso de los menores con un ocio 
seguro y responsable

Tener en cuenta la necesidad de la socialización en el ocio de los menores a la hora de tomar medidas

La jornada de trabajo del Consejo de Participación de la Defensoría de Infancia y Adolescencia de 
Andalucía ha servido para aproximarnos a la realidad de la pandemia de la COVID desde la mirada fresca 
y llena de valor de los y las menores que lo conforman.

Un espacio de reflexiones y construcciones conjuntas que han posibilitado realizar un proceso de 
diagnóstico de los derechos y sus desigualdades entre la población menor de edad.

Cabe destacar su capacidad de análisis, de reflexión, de valorar y aprender de la diversidad y de 
aportar soluciones en clave de mejora desde su compromiso como niños y niñas con el entorno más 
cercano.

Espacios como el Consejo resultan necesarios en estos tiempos de nueva gobernanza, porque no tiene 
ningún sentido implementar normas y medidas con impacto en los y las menores si no lo hacemos con, 
para y desde ellos y ellas.

Fuente: propia. Defensoría de la Infancia y Adolescencia de Andalucía 
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Fuente: propia. Defensoría de la Infancia y Adolescencia de Andalucía 

El Consejo de participación de la Defensoría de la Infancia y Adolescencia de Andalucía, representado 
por Eva Alcaraz Hilinger, de la provincia de Córdoba y por Marcos Javier Montiel Delgado, de la provincia 
de Málaga, han participado en formato telemático en el Forum ENYA, que este año ha sido organizado 
por Malta durante los días 1 y 2 de julio, con el título “Let’s Talk Young, Let’s Talk about the Impact 
of COVID-19 on Children’s Rights”.

Forum “Let’s Talk Young, Let’s Talk about the Impact of COVID-19 on Children’s Rights”

Fuente: propia. Defensoría de la Infancia y Adolescencia de Andalucía
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Los chicos y chicas participantes de diferentes territorios europeos (Albania, Andalucía, País Vasco, 
Bulgaria, Cataluña, Escocia, Francia, Gales, Grecia, Irlanda del Norte, Islandia, Italia, Malta, Montenegro, 
Noruega, Eslovaquia y Ucrania) debatieron sobre el impacto de la Covid-19 en los derechos de los niños 
y adolescentes.

Fruto del trabajo conjunto, han recogido diversas recomendaciones relacionadas con los ámbitos de la 
educación, la prevención de situaciones de violencia, la salud mental, la pobreza, las nuevas tecnologías, 
y el juego y el ocio, entre las que destacan querer mejorar la participación del alumnado, teniendo en 
cuenta que la crisis de la pandemia puso de manifiesto esta deficiencia sistémica, mejorar el aprendizaje 
en línea y adoptar medidas para evitar la exclusión de alumnado con necesidades educativas especiales, 
y también para responder a las necesidades de acompañamiento y de ayuda al alumnado y a sus familias.

Del mismo modo en este trabajo conjunto expusieron la necesidad de adoptar medidas para la prestación 
de servicios de prevención y soporte contra todas las formas de violencia en situaciones excepcionales 
como la pandemia Covid-19 que se puedan volver a producir, para garantizar un sistema holístico 
de protección de la infancia y una respuesta inmediata que impida la victimización secundaria de los 
menores, así como más recursos de salud mental infantojuvenil para dar respuesta adecuada a las 
necesidades de niños y adolescentes.

Los jóvenes han coincidido en reclamar que las instituciones tomen medidas para garantizar la 
participación de los niños, niñas y adolescentes en la toma de decisiones sobre cuestiones relacionadas 
con ellos en situaciones similares.

ENYA 2021

RECOMENDACIONES

EDUCACIÓN

1. Antes de decidirse por el aprendizaje a distancia, es necesario asegurarse de que todos los/las 
menores tengan acceso a Internet y el equipo adecuado para participar. Cuando sea necesario, también 
se deben proporcionar suministros varios, y materiales para crear un entorno de aprendizaje adecuado 
y propicio en el hogar.

2. Se debe proporcionar asistencia y apoyo especiales a la infancia que lo necesite. Esto podría deberse 
a dificultades de aprendizaje, falta de un sistema de apoyo en el hogar, u otras desventajas que los/las 
menores puedan encontrar en sus estudios.

3. Las lecciones on line deben grabarse para que los estudiantes que se hayan perdido una clase las 
puedan ver.

4. Debería proporcionarse formación a los educadores sobre la enseñanza a distancia. La formación 
debería incluir cómo funcionan las herramientas tecnológicas; cómo brindar apoyo emocional a los 
niños y niñas; cómo interactuar de forma eficaz con los estudiantes on line.

5. Se debe abrir un debate sobre las brechas en el sistema educativo reveladas por la pandemia, con 
el objetivo de crear un nuevo modelo acorde con las realidades de los intereses de la infancia. Este 
nuevo modelo debería incluir: más actividades al aire libre, un mayor enfoque en la/los estudiantes 
en su autonomía y en su desarrollo personal, pensamiento independiente, una gama más amplia de 
métodos, materiales y actividades y más actividades culturales.

6. El enfoque del sistema educativo en general debe cambiar de centrarse únicamente en el rendimiento 
académico, a mejorar la participación y la expresión y permitir algo de tiempo libre. La crisis pandémica 
puso de relieve aún más esta sistémica deficiencia.

7. Es necesario realizar esfuerzos para mejorar las relaciones maestro/alumnado, los/las decentes 
deben escuchar al alumnado y crear un clima propicio para el diálogo y, en consecuencia, propicio 
para el aprendizaje. Tales relaciones deben ser cooperativas para el logro de objetivos comunes, en 
particular la prevención de cualquier forma de violación de sus derechos, incluso en este período de 
pandemia inusual.
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8. Debe haber una estandarización del aprendizaje a distancia y asegurar que sea apropiado para todos 
los estilos y antecedentes de aprendizaje. Por tanto, el Gobierno debería adoptar una política unificada 
para las escuelas a este respecto.

9. Los gobiernos deberían introducir una formación obligatoria para que los docentes y otros educadores 
tengan las habilidades y los conocimientos necesarios para reconocer y tratar adecuadamente al 
alumnado que se enfrenta a problemas físicos y mentales.

SALUD

1. Garantizar que las autoridades proporcionen información frecuente y clara durante la pandemia, 
exponiendo una visión realista de las dificultades que experimentan los jóvenes, tanto a nivel educativo 
como personal, incluyendo un grupo de jóvenes de diferentes procedencias para representar una imagen 
más sensible y precisa de los jóvenes en el futuro.

2. Informar, ahora más que nunca, al alumnado sobre la Salud Mental en las escuelas, para saber 
detectar e interpretar cómo se sienten, aprender a relajarse y lidiar con el estrés.

3. Los gobiernos deberían dar prioridad a permitir que la infancia viva de la manera más normal posible.

4. Crear condiciones para asegurar la recepción ininterrumpida por parte de las niña, los niños y jóvenes 
con discapacidad de los necesarios servicios médicos y de rehabilitación y reducir los tiempos de espera 
para todos los diagnósticos y procedimientos pre COVID-19.

5. Los gobiernos y las autoridades locales deben recopilar las opiniones de la adolescencia cuando 
se deban realizar cambios en las reglas para el control de infecciones y sobre qué servicios de salud 
deberían estar disponibles para estas personas.

6. Se necesitan más recursos e inversión financiera para garantizar el acceso a una red de profesionales 
y servicios de salud mental especializados y médicos de cabecera para la infancia y adolescencia.

7. Fomentar y promover el acceso seguro a servicios de salud mental especializados a través de un 
enfoque personal presencial o consultas on line (como mínimo), permitiendo que personas menores de 
edad elijan su opción preferida.

8 Proporcionar a la infancia, especialmente en situaciones vulnerables (menores inmigrantes, incluidos 
persons menores de edad no acompañados, con discapacidad, niños y niñas sin cuidado de sus padres) 
información precisa y adaptada a esta en relación con la propagación del virus COVID-19.

POBREZA

1. Las familias con hijos e hijas menores de edad que viven en condiciones socioeconómicas difíciles, 
deben ser identificadas para apoyarlas con alimentos, paquetes de desinfectantes, mascarillas, 
medicinas y otros materiales de higiene personal.

2. Brindar asistencia y apoyo a las familias en las que padre y madre han permanecido desempleados 
debido a las consecuencias de la pandemia.

3. Deben tomarse medidas para garantizar que todas las personas menores vivan en entornos adecuados, 
en particular la infancia sin hogar y los niños y las niñas en régimen de acogida. Es necesario identificar 
y apoyar a la infancia sin hogar, ya que es la más perjudicada y expuesta al contagio por la COVID-19.

1. Aumentar las prestaciones sociales y la asistencia a las familias numerosas, los niños y niñas 
acogidos, los y las menores con discapacidad, los y las niñas gitanas para superar las consecuencias 
negativas provocadas por las medidas restrictivas introducidas para prevenir la propagación de la 
enfermedad por coronavirus.

2. Las políticas deben apoyar a padres y madres que trabajan e intensificar la vigilancia para evitar 
violaciones y garantizar que se respeten sus derechos. Se debe brindar protección especial a los padres 
y madres que se enfrentan el peligro de discriminación y explotación.

3. Los servicios de preescolar y otras guarderías deben aumentar y se deben proporcionar horarios 
flexibles a los padres que trabajan (o incluso ayudar en el hogar).

4. Asegurar que se garantice el acceso gratuito a la educación.

5. Se debería proporcionar formación profesional para adultos a todos los padres y madres que buscan 
oportunidades en el mercado laboral.



DEFENSORÍA DE LA INFANCIA Y ADOLESCENCIA DE ANDALUCÍA
INFORME ANUAL 2021

DESGLOSE POR MATERIAS
7. JUSTICIA JUVENIL

25

VIOLENCIA Y ABUSO

1. Los psicólogos escolares deben participar en una clase dedicada a apoyar el bienestar y la inteligencia 
emocional del alumnado. Estas clases también empoderarán a la infancia, les ayudarán a abordar los 
sentimientos de culpa y ayudarán a identificar violaciones.

2. Apoyo a las familias afectadas por la violencia doméstica, incluido el apoyo emocional y el apoyo 
policial, y un lugar al que puedan acudir las familias si sufren abusos. Las familias vulnerables deben 
tener controles, cuando sea necesario, de los servicios sociales y de salud mental para brindar apoyo.

3. La policía debe proteger a la infancia y adolescencia en una emergencia pública, en lugar de verlos 
como un problema. La policía debería recibir formación sobre cómo comunicarse de forma eficaz con 
las personas menores de edad.

4. Debería haber un aumento en la capacitación de profesorado y otros profesionales que trabajan en 
las escuelas sobre cómo prevenir situaciones de violencia contra los niños y las niñas, cómo identificar 
situaciones de abuso (incluido el abuso doméstico) y cómo introducir una respuesta adecuada.

5. Los gobiernos deben investigar adecuadamente el impacto de COVID-19 en la infancia y jóvenes 
vulnerables.

6. Si bien deben ofrecerse diversos servicios de apoyo a las personas menores de edad que sufren 
violencia, también deben existir servicios de apoyo para los niños y las niñas que cometen actos de 
violencia. Estos servicios deben proporcionarse en la escuela, a través de la atención médica y las 
comunidades locales.

7. Se debe crear conciencia para prevenir la violencia y el abuso de Internet durante el desarrollo del 
proceso de aprendizaje en plataformas on-line. Se deben hacer acuerdos con las empresas de redes 
sociales para la eliminación de fotos y videos abusivos.

8. Debe haber una fuerte campaña publicitaria a través de las redes sociales (especialmente en 
Instagram) para crear conciencia sobre las líneas de ayuda nacionales para la infancia que tienen 
como objetivo brindar anonimato, confidencialidad y apoyo emocional a los niños y las niñas que son 
víctimas de abuso.

JUEGO Y OCIO

1. Las zonas comunes de ocio para las actividades deportivas Deben protegerse y fomentarse. Los 
deportes y actividades para los niños y niñas deben mantenerse abiertos siempre que sea posible.

2. la financiación de clubes juveniles y otras debe priorizar la actividades de diversión.

3. Las autoridades deben tener en cuenta las necesidades sociales y de esparcimiento de los niños y 
las niñas al implementar medidas para contener la pandemia. La adaptación de formatos (formatos 
híbridos) y espacios a la situación pandémica debe tener prioridad sobre la interrupción de actividades.

PARTICIPACIÓN

1. El Ministerio de Educación debería establecer un comité especialmente capacitado para visitar las 
escuelas y escuchar las opiniones de los niños y las niñas en todos los aspectos de la vida escolar.

2. Los jóvenes deben participar cuando se deciden nuevas restricciones de COVID. En particular en lo 
que respecta a la reapertura de escuelas, exámenes y servicios de apoyo a la salud mental.

3. La participación infantil debe formar parte del plan de estudios y los protocolos escolares deben 
estar más orientados hacia la participación infantil.

INFORMACIÓN

1. Se debe brindar más información sobre COVID-19, dicha información debe ser en un lenguaje 
amigable para las personas menores. La información debe ser sencilla y de una fuente fiable.

2. Cuando el gobierno proporciona información, no debe estigmatizar a los y las jóvenes y hacerles 
sentir que son un problema.

3. Los responsables de la toma de decisiones deben comunicarse de forma clara y eficaz y proporcionar 
a la infancia la información que necesitan de forma clara. Solo se debe proporcionar información 
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precisa que no cambie. Los cambios repentinos y poco claros en las decisiones pueden tener un efecto 
en el bienestar de la infancia, especialmente en lo que respecta a los exámenes.

EL ENTORNO DIGITAL

1. Deben crearse espacios virtuales, incluidos foros on-line, para que la infancia y la adolescencia se 
unan en grupo y se ayuden entre sí con los deberes y para abordar temas de interés común y actual, 
con cursos y encuentros que atraigan más a estas personas menores.

2. La sensibilización sobre cómo abordar la seguridad on-line para los y las menores debe actuar como 
prevención y crear un entendimiento total entre los y las menores y sus padres, madres/tutores. Los 
niños y las niñas los padres deben ser conscientes de los peligros que existen on-line, como el acoso 
cibernético, y cómo abordar los peligros encontrados.

3. Se deben realizar campañas de sensibilización en las escuelas, para estudiantes y profesores, sobre 
el entorno digital. Tales campañas deben involucrar a periodistas, streamers, músicos para estimular 
el aprendizaje aún más.

FAMILIA

1. Debería haber personas cuidadoras de menores y servicios de relevo, como centros de acogida o 
actividades comunitarias, para apoyar a las familias que lo necesitan y a las familias con padres que 
trabajan fuera.

2. Debe proporcionarse un cronograma y cooperación internacional para garantizar que las familias 
que viven en otros países puedan verse.

Todas estas recomendaciones fueron presentadas en la 25ª Conferencia Anual de ENOC, los días 27 y 28 
de septiembre de 2021, celebrada de forma híbrida en Atenas (Grecia).

…
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6 LA SALUD MENTAL INFANTIL Y JUVENIL: UNA PRIORIDAD EN LAS POLÍTICAS PÚBLICAS 
ANDALUZAS

6.3  Defendiendo los derechos de niños, niñas y adolescentes con problemas de salud mental

…

Así las cosas, nos encontramos que una vez fracasada la prevención, una vez superadas todas las 
actuaciones que hubieran permitido reconducir la conducta del menor en el seno de su propia 
familia y entorno social, su propia conducta le ha llevado al ámbito de la jurisdicción penal. En 
este momento el menor ha sufrido la experiencia de la intervención policial, de la instrucción del proceso 
penal y del juicio, culminando con la sentencia que ordena cumplir una medida de privación de libertad.

Ya en el centro de internamiento, tras superar el trauma del ingreso y lograda su adaptación a la vida 
ordinaria en el recurso, el personal se las ha de ingeniar para que en ese entorno, a priori poco favorable 
para la intervención terapéutica en salud mental, se den las circunstancias para emprender un programa 
de reeducación y reinserción social que rompa la inercia de aquellos hábitos y conductas que lo llevaron 
al recurso.

Con todo, nos tememos que lo trágico de lo expuesto es que si estas actuaciones se hubieran 
emprendido antes no hubiera resultado preciso este despliegue de medios e intervenciones en 
el ámbito de la jurisdicción penal.

Es de destacar que en las entrevistas con los profesionales que trabajan en los centros de internamiento 
y con las experiencias transmitidas por los propios menores para la elaboración del informe especial 
sobre la atención a menores infractores en los centros de internamiento, comprobamos cómo gracias a 
los programas de reeducación que se ejecutan en dichos recursos muchos menores empiezan a adquirir 
hábitos saludables, empiezan a utilizar el diálogo antes que la fuerza para solventar diferencias, aprenden 
a debatir ideas y lo importante que resulta escuchar a la otra persona, a razonar antes que a imponer. Y 
en algunos casos, además de esta formación humana, indispensable para la convivencia en sociedad, 
también se han beneficiado de formación académica que incluso les ha permitido equipararse a sus 
iguales gracias a su alfabetización.

Así, lo que se definía como un problema o trastorno del comportamiento 
se palía, se compensa o se reduce, hasta el punto de dotar al menor de 
habilidades con que superar los déficits de partida dejándolo en una 
situación óptima para su reinserción en la sociedad.

En este contexto nos hemos cuestionado si no se podría haber actuado 
antes así. En cualquier caso, lo que es obvio es que el sistema de justicia 
juvenil no puede ser la puerta de atrás para la atención de los 
problemas de salud mental. No es justo ni razonable que hayamos 
de esperar a que un persona menor de edad cometa una actuación 
delictiva para que esta pueda hacer efectivo su derecho a recibir una 
atención especializada en materia de salud mental.

Pero lamentablemente el problema no se resuelve en todos los casos con la atención especializada en 
salud mental que reciben los menores en el centro de internamiento. No olvidemos que la estancia del 
chico o la chica está limitada en el tiempo, atendiendo a la gravedad de la actividad delictiva, y dicho 
periodo temporal no siempre coincide con el necesario para un correcto tratamiento de la patología. De 
este modo, si la medida de internamiento lleva aparejada una medida posterior de libertada vigilada, 
será el dispositivo encargado de hacerla cumplir, coordinado con los servicios sociales y sanitarios de 
zona, el que se encargue de proseguir la tarea educativa y resocializadora emprendida en el centro.

Sin embargo, el reto se presenta cuando no existe ya ninguna medida de responsabilidad penal que 
cumplir, y el menor ha de retornar a su situación de partida, demandando unos recursos de las 
Administraciones que son escasos o inexistentes. Para poder continuar con la atención recibida en el 

No podemos 
esperar a que un 
menor delinca 
para que reciba 
una atención 
especializada en 
materia de salud 
mental
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centro, es aconsejable, con el consentimiento del menor y sus familiares, un seguimiento posterior a la 
salida del recurso para completar el proceso de mejora personal, o para ayudarle en el afianzamiento 
de las habilidades personales adquiridas en el centro.

En este contexto, hemos demandado medidas de cooperación 
coordinadas entre los centros de internamiento con las Unidades de 
Salud Mental Infanto-Juvenil. Así, en ocasiones, al momento del ingreso 
del menor en el centro el diagnóstico de su problema de salud mental no 
se había llegado a completar, en otros este diagnóstico se especifica o se 
complementa con diferentes hallazgos. Y en todos los casos se ejecuta un 
programa terapéutico, con actuaciones típicamente sanitarias, que habrán 
de ser necesariamente coordinadas con el dispositivo sanitario de zona.

No tiene sentido una intervención en el centro que fuera como un paréntesis 
en la vida del chico o chica. La intervención ha de contemplarse como una 
secuencia en la cadena de atenciones que a la postre servirá para atender 
y compensar sus problemas de salud mental. Por ello, a la finalización de 

la medida de internamiento, las USMIJ habrán de recibir del recurso la documentación comprensiva de 
las actuaciones desarrolladas en el centro, la respuesta del menor, y las indicaciones necesarias para 
mantener o implementar los progresos hasta ahora alcanzados.

Hemos de lamentarnos que la investigación desarrollada en el informe de referencia nos ha permitido 
comprobar que la coordinación existente entre los dispositivos públicos de salud mental y los centros 
donde los menores cumplen la medida de internamiento se hace depender de la voluntad de los 
profesionales de ambos sectores. Consecuencia de ello es la diferencia advertida en las pautas 
de coordinación en función de la zona o provincia de que se trate, existiendo provincias con cauces 
claramente establecidos, que contrastan con otras en que la coordinación, como hemos señalado, opera 
en función de los profesionales en concreto concernidos por el expediente clínico del interno.

Así las cosas, hemos reclamado, al igual que acontece en el ámbito educativo, que entre la administración 
con competencia en materia de justicia juvenil y la administración sanitaria se establezca un marco 
legal que regule la necesaria coordinación que permita optimizar la atención que se ha de 
prestar a las personas menores de edad con problemas de salud mental que cumplen o han 
cumplido una medida de internamiento, atendiendo a sus especiales características y su situación de 
vulnerabilidad.

…

6.6  Algunas propuestas de mejora para la atención a los problemas de salud mental de la 
infancia y adolescencia

6.6.5  Un nuevo impulso para mejorar la salud mental de la infancia y adolescencia en Andalucía

…

Para concluir, hemos de referirnos a otras actuaciones necesarias para 
mejorar el ejercicio de los derechos de los menores con patologías mentales 
y que, sin embargo, no llevan aparejadas siempre inversión pública. Nos 
referimos a la mejora de coordinación tanto a nivel interinstitucional 
como intrainstitucional de los organismos que deben atender a la 
salud infantil y juvenil.

Y en este ámbito es necesario continuar fomentando la coordinación entre 
las distintas Administraciones (sanitaria, educativa, social y justicia) y las 
familias: Es necesario evitar la excesiva sectorialización de los recursos. Hay 
que tender a unificar el discurso, utilizando las mismas palabras para las 
mismas realidades o conceptos.

Demandamos 
medidas de 
cooperación 
coordinadas entre 
los centros de 
internamiento 
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Infanto Juvenil
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Y, finalmente, a nuestro juicio, es imprescindible mejorar la coordinación y colaboración también con 
las asociaciones del sector, impulsando un marco de colaboración estable con dichas organizaciones.

7 ANEXO ESTADÍSTICO

7.1  Relación de actuaciones de oficio

…

- Queja 21/4323, ante la Secretaría General para la Justicia, relativa a las medidas conveniadas para el 
acceso al derecho a la educación de los menores internos en los Centros de Internamientos de Menores 
Infractores (CIMI).

…

http://www.defensordelmenordeandalucia.es/nos-garantizan-la-defensa-del-derecho-a-la-educacion-de-los-menores-sujetos-a-medidas-de
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